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OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO

Aceptados los impedimentos planteados por los señores Magistrados JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ
, PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
, HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
, JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
, JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
 y ANGELINO LIZCANO RIVERA
, y conforme la competencia que el artículo 116 de la Constitución Política, en consonancia con el art. 86 ibídem, le otorga a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en correlación con el Decreto 1382 de 2000, se procede a resolver la impugnación formulada contra el fallo del 5 de noviembre de 2010
, mediante el cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, DENEGÓ la tutela a los derechos fundamentales invocados por la accionante, abogada LUZ MARINA PEÑA CORTÉS, contra las Salas jurisdiccionales Disciplinarias del Consejo Superior y Seccional de la Judicatura de Cundinamarca.

HECHOS Y ACTUACIÓN PROCESAL
Fueron resumidos en el fallo de primera instancia: 
“De acuerdo a la demanda de tutela y sus anexos se desprende que bajo el radicado 20060344100 se tramitó proceso disciplinario contra la abogada Luz Marina Peña Cortés, que terminó con decisión del 14 de agosto de 2009 donde esta Corporación la absolvió del cargo tipificado en el numeral 1° del artículo 55 del Decreto 196 de 1971 y respecto de la gestión adelantada contra la señora Alicia Alfaro, mientras que le impuso como sanción la suspensión en el ejercicio de la profesión por el término de dos (2) meses, por encontrarla responsable de la falta disciplinaria tipificada en los numerales 1 y 2 de la misma normatividad. Sin embargo, la profesional del derecho cuestiona el trámite e insinúa no estar  de acuerdo en lo que atañe con la condena y la sanción propiamente dicha, proferida el 17 de marzo de 2010 por el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Disciplinaria. 

Insiste en que tanto en la primera como en la segunda instancia se le vulneró el debido proceso, pues no fue apreciado y valorado acertadamente el acervo probatorio, al cual alude extensamente y comenta. 

Así, en virtud de lo anterior la accionante predica que las accionadas le han vulnerado el derecho fundamental al debido proceso, que solicita se le ampare en el sentido de revocar el fallo del 17 de marzo de 2010 donde el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Disciplinaria confirmó la decisión proferida por esta corporación el 14 de agosto de 2009 donde le impuso como sanción la suspensión en el ejercicio de la profesión por el término de dos (2) meses, por encontrarla responsable de la falta disciplinaria tipificada en los numerales 1 y 2 del artículo 55 del decreto 196 de 1971 (fls. 1 a 5 c.o.)

En escrito adicional radicado en secretaría de la Corporación la accionante alude a la labor social que como abogada presta a clases desfavorecidas así como a su solvencia profesional y moral. Con ello deja entrever la insistencia para que la acción constitucional proceda en su favor…”   

Admisión de la tutela y respuesta de los accionados. 
1. Inicialmente la acción de tutela fue entablada ante esta Colegiatura, la cual, mediante auto dictado el 16 de junio de 2010, suscrito por quien funge como ponente, la remitió a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca
.

2. Una vez las diligencias en esa Corporación, por medio de proveído del 23 de junio de 2010, el Magistrado Ponente dispuso admitir la acción de tutela, vincular a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura como accionada y a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de Cundinamarca --presidida por la Magistrada Luz Helena Cristancho Acosta--, como tercero interviniente, al tiempo que dispuso, “para mejor proveer”, solicitar “a la Secretaría de la Corporación en calidad de préstamo el proceso radicado bajo el número 200603441 adelantado contra la aquí accionante”
.
3. A la convocatoria que el Juez Constitucional de primera instancia les hiciera a los entes demandados, respondió la doctora Julia Emma Garzón de Gómez, en su condición de Presidenta de esta Sala, solicitando despachar negativamente la acción incoada
. 

4. La secretaria de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, remitió en calidad de préstamo el cuaderno de copias del trámite de primera instancia del proceso disciplinario seguido contra la accionante, aclarando que, “el cuaderno original se encuentra en el Superior en apelación”
, y por esa circunstancia al proceso se incorporó únicamente copia del fallo que la primera instancia emitiera el del 14 de agosto de 2009
.

5. La accionante, allegó memorial informando que presta servicio a la comunidad en un humilde sector de la ciudad, sin cobrar por las consultas
. 

Ante la impugnación que la accionante impetrara contra la sentencia de primer grado, se pronunció la Colegiatura Superior, el 17 de septiembre de 2010, Acta N° 105
, declarando la nulidad de la actuación con el fin de que la instrumentación se complementara con la base probatoria indispensable para resolver en términos de justicia real o material. 

El 22 de octubre de 2010
, la Sala constitucional de primera instancia, dictó auto de obedecimiento y dispuso, aparte de admitir de nuevo la demanda, solicitar el proceso cuestionado por la demandante y vincular a la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, como entidad accionada y a la Seccional de Cundinamarca, como 3° interviniente. 

La doctora Luz Helena Cristancho Acosta
, en su condición de Presidenta de la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de Cundinamarca, subrayó que, según los literales términos de la demanda, la acción aparece directamente dirigida contra el pronunciamiento de segunda instancia, proferido por el Consejo Superior. Sin embargo, aunque no ve que la actora censure el trámite de primera instancia, infiere que lo que desaprueba es el trabajo de valoración probatoria realizado. 

Si bien, dice la doctora Cristancho Acosta, la tutelante alega que la prueba arbitrada dentro de la investigación disciplinaria era suficiente para relevarla de responsabilidad disciplinaria, lo cierto es que lo que detonó la sanción fue el injustificado abandono del asunto encomendado, sin renunciar nunca al poder. 

En términos generales, no encontró que a la accionante se le hubiera cercenado derecho fundamental alguno y por eso solicita la denegación de la tutela. 

La Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, por conducto del Vicepresidente Henry Villarraga Oliveros
, puntualizó que la demanda entablada por la doctora PEÑA CORTÉS, versa básicamente sobre temas que ya fueron analizados en las instancias respectivas. No consideró que existiese vía de hecho en los pronunciamientos que la actora ha pretendido atacar mediante un mecanismo que no es ninguna vía alterna para buscar la rectificación de decisiones judiciales en firme, ni desautorizar interpretaciones jurídicas producidas dentro del marco de la autonomía funcional. 

A la tutela, señaló, contra las decisiones ejecutoriadas de un Juez de la República, no puede abrírsele espacio bajo ninguna hipótesis. 

En orden a abastecer el trámite con una plataforma cognoscitiva que le permitiese confrontar empíricamente los señalamientos de la accionante, el Juez Constitucional de primer grado, le practicó inspección judicial al expediente N° 2006034441 y anexó a la foliatura la copia de la sentencia proferida por el Consejo Seccional de Cundinamarca, por medio de la cual sancionó a la doctora PEÑA CORTÉS, por infracción a los artículos 55.1 y 2, absolviéndola por otro de los resultados indiligentes que se le habían imputado.    

Fallo de primera instancia. El 5 de noviembre de 2010, la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, repuso la sentencia nulitada, denegando por segunda vez la tutela deprecada por la accionante PEÑA CORTÉS, sobre la base de los siguientes fundamentos: 

1. No concurre, en las decisiones objeto de cuestionamiento, cualquiera de los defectos o vicios que la jurisprudencia de la Corte Constitucional erige en vía de hecho y, por consiguiente, no se presenta ninguna de las causales genéricas de procedencia de la tutela contra sentencias judiciales. 

2. La decisión de sancionarla, fue bajo el amparo de bases legales y en ejercicio de la autonomía e independencia judiciales.

3. La primera instancia determinó y trató, uno a uno, los cargos imputados. Reseñó la prueba y la valoró, sin encontrar que la alegación sobre la ineptitud de los títulos en que tanto se apoyó la tutelante para reivindicar la ausencia de responsabilidad disciplinaria, comportara la relevancia que le atribuye.

Lo trascendente para efectos de definir la transgresión deóntica, era establecer si la abogada había cumplido o no con el mandato, y con tal finalidad se ponderó, no sólo los elementos de descargo por ella propuestos, sino la prueba aportada por el proponente de la queja. 

Es claro para la primera instancia, que a la doctora PEÑA CORTÉS, no se le ha cuestionado por recibir dinero de los supuestos conciliadores a que aludió el denunciante, ni por haber presentado dos demandas ejecutivas. Por el contrario, eso se le valoró, y justamente en razón de ello resultó absuelta por alguna de las hipótesis infraccionarias inicialmente adjudicadas. 

El cuestionamiento, pues, radica en haber abandonado las diligencias ejecutivas, después del mandamiento ejecutivo sin legalizar su renuncia al poder. 

4. En la segunda instancia se hizo lo propio, de suerte que las dos sentencias estuvieron integradas por la normatividad positiva y los análisis serios de la prueba. Desde ese punto de vista, los pronunciamientos son el resultado de un estudio juicioso que no sugiere, para nada, la incursión en ejercicio de poder fáctico. 

5. Los ataques probatorios debió lanzarlos en las instancias y no en sede de tutela, pues ésta no constituye un tercer escalón para replantear ese tipo de juicios de valor, aspirando a que se reformulen. 

Impugnación. Inconforme con la anterior decisión, la señora PEÑA CORTÉS  solicitó su revocatoria, reseñando nuevamente el trámite del proceso disciplinario seguido en su contra y solicitando la nulidad de lo allí actuado para que finalmente se le absuelva de los cargos imputados
. 

En realidad, la base argumentativa no registra cambios en cuanto a lo planteado por ella en ocasiones procesales anteriores. El énfasis lo pone en el ejercicio de  valoración probatoria que se hizo en las instancias, orientándose básicamente a rebatir lo que ya fue rebatido por la vía ordinaria.

Lo que pretende, pues, en esencia, es que dentro del ámbito disciplinario, la Colegiatura entre a realizar otros desarrollos en materia de análisis probatorio, distintos a los ya efectuados por los jueces competentes, pero en todo caso ajustados a las tesis que propone ella desde su muy particular y, desde luego, explicable perspectiva. 

No se sabe si calculadamente o no, insistió en trasladar la discusión exclusivamente en torno a la inidoneidad de los títulos valores que recibió de su mandante, con el convencimiento de que, probada esa circunstancia, lo que procede es la exclusión de su responsabilidad disciplinaria y su consecuencial absolución. 

TRÁMITE DE SEGUNDA INSTANCIA 

Sometido el proceso a reparto el 22 de noviembre de 2010, le correspondió a quien funge como ponente, que al advertir la existencia de impedimentos por parte de los demás integrantes de la Sala, en proveído del día 25 del mismo mes y año,  dispuso poner en circulación el expediente en los respectivos Despachos
. 

Por medio de autos dictados los días 1°, 9, 14 y 16 de diciembre de 2010; 13 y 19 de enero de 2011, los Magistrados JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ, PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO, HENRY VILLARRAGA OLIVEROS, JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO, JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ y ANGELINO LIZCANO RIVERA, manifestaron su impedimento para conocer de las presentes diligencias, y por esa circunstancia el 24 de enero del año que transcurre, el expediente se le transfirió al Despacho de quien funge como ponente
. 

El 31 de enero de 2010, se dispuso realizar el sorteo de conjueces para integrar en debida forma la Sala que decida tanto la manifestación de impedimentos,  como la resolución de fondo del asunto
. 

Cumplido lo anterior, el expediente pasó al Despacho para emitir el fallo correspondiente, el 14 de febrero de 2011
. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto concreto.
De entrada y sin vadear la discusión de fondo parapetándose en especulaciones innecesarias, la Sala debe señalar que la pretensión básica de la señora LUZ MARINA PEÑA CORTÉS, en su condición de disciplinada, es remover vía tutela, los efectos de las decisiones disciplinarias proferidas en su contra  --el mecanismo mediato que plantea es la nulidad--  para así neutralizar en sede extraordinaria lo que no pudo en las instancias.   

En particular, el punto axial de discusión, radica en que no se tuvieron en cuenta en los fallos dictados, las pruebas presentadas a lo largo de las diligencias disciplinarias seguidas en su contra, vulnerando de esta forma el debido proceso. 

La verdad sea dicha, sin aportar en absoluto elementos probatorios que acreditaran materialmente la concurrencia de un perjuicio de naturaleza irremediable y circunscribiéndose al exclusivo señalamiento enunciativo de inconsistencias procedimentales, ensayando con su particular hermenéutica y lectura de la realidad fáctica una personal visión del problema en ciernes, la actora ha pretendido atacar dos pronunciamientos, ya en firme, de un par de Jueces de la República, que en ejercicio de la potestad disciplinaria, le impusieron una sanción por haber incurrido en una transgresión al Estatuto Deontológico. 

Los términos de la demanda, la forma como viene “organizada” y concebida, la modalidad de presentación de los argumentos, ciertamente no corresponden a los de un ataque en sede de tutela y, sin remisión a duda alguna, condensan un tipo de censura propia  --no de un remedio exceptivo y extraordinario--  sino de los recursos ordinarios. 
Alcanza, pues,  a barruntarse en su trasfondo, el inteligente empleo de una cierta suerte de argumentación hipotética
, es decir, aquella modalidad argumental en la que todos los enunciados que lo componen suelen tener la forma del  “si – entonces”, como que todo la disciplinada lo hace gravitar en torno a aquello de que si los títulos no son idóneos, entonces no incurrió en ninguna falta. 

Quizá intuitivamente la doctora PEÑA CORTÉS, haya caído en la cuenta de que todos los enunciados que componen este tipo de argumentos, tanto en la función de premisas como de conclusión, son enunciados condicionales y su verdad sólo vendrá a ser necesaria si las dos premisas condicionales que forman el argumento hipotético, son verdaderas. 
Así, pues, al menos para la Colegiatura resulta evidente que, recursiva aun cuando rústicamente, la accionante pretendió con ese método hacerle creer al Juez Constitucional que, como es probable que los títulos no hayan sido idóneos, entonces su argumento resulta válido y la potestad disciplinaria tiene el camino libre para relevarla de responsabilidad. 

Llevando, entonces, la discusión a ese estadio, buscó la doctora PEÑA CORTÉS, que en sede de un amparo absolutamente excepcional, se le revisasen las sentencias que convirtió en blanco de su ataque, instando, por lo menos en la práctica, a que se reabra el debate ya agotado en las instancias, se le reformulen los juicios de valor sobre la prueba, se le atiendan las razones nuevas que expone y se reconsideren las decisiones adoptadas en orden a que su procesamiento vaya a parar a los archivos.   

Desde ese punto de vista, la Colegiatura Superior tendría que entender que, camuflada tras la meta finalística de un amparo excepcional como lo es la acción de tutela, lo que la actora estaría persiguiendo es que  --a manera de una tercera instancia--  se le repasase su caso, y eso lo que de entrada estaría marcando es la  automática inviabilidad del amparo extraordinario, tal como lo decidió la Sala de primera instancia. 
Se trata, por lo que se ve, de un estilo, de una táctica no pocas veces instrumentalizada por los abogados para, con el pretexto de ampararse en la literalidad de algún testo normativo, o de un criterio doctrinario o jurisprudencial o alguna metodología jurídica, encubrir el verdadero propósito que los impulsa. 

Más valdría, considera la Colegiatura, que  --cual centrado pensador jurídico contemporáneo--  el abogado de nuestros días entendiera y practicara la idea de que un mejor derecho para América Latina, como lo indica el profesor Orlando Gómez
, no se hace caminando desde la teoría hacia la realidad, sino a la inversa, y tal vez así, no estaría distorsionándose la filosofía jurídico política de un mecanismo de la excepcionalísima envergadura de la tutela.

Como diría Hassemer
, “las decisiones jurídicas, al fin y al cabo, no se adoptan por su corrección lógica, sino también, sobre todo, por su justeza axiológica”, y también deóntica agregaría la Colegiatura. 
En relación con el rol del Juez de tutela,  tiene que advertir la Sala que él no es un  juez ordinario de instancia y, por consiguiente, por mandato constitucional y legal tiene unos límites sustanciales para ejercer su competencia, en cuanto su función es exclusiva y está circunscrita a la enmienda de los derechos fundamentales que hayan sido vulnerados o estén amenazados de serlo. De ahí, pues, que los asuntos propios de otras jurisdicciones deban ser controvertidos y resueltos al interior de las mismas, a través de las instancias para ello previstas y con las facultades competenciales propias de cada juez natural.
Para que el juez de tutela entonces entre en el análisis de una posible vía de hecho con ocasión de una decisión judicial, hoy técnicamente denominada por la misma Corte Constitucional como causales genéricas de procedibilidad, que se convierten en condicionantes para que el juez excepcional considere abordar la controversia, se necesita detectar una actuación abusiva del juez y flagrantemente contraria a derecho, es decir, un abuso, un desvío de poder, o lo que es lo mismo, un manifiesto  --o porqué no--  velado ejercicio de poder fáctico Estatal. 
Sobre el punto de esa procedencia, que como se dijo, se convierte en un requisito de procedibilidad, ha dicho la Corte Constitucional desde la sentencia T-774 de 2004, en donde comenzó la línea jurisprudencial cuyos desarrollos marcan la pauta actual: 
“Antes de pasar a analizar cada uno de los alegatos del accionante en contra de la sentencia del Consejo de Estado que se acusa, la Sala considera pertinente señalar que el concepto de vía de hecho, en el cual se funda la presente acción de tutela, ha evolucionado en la jurisprudencia constitucional. La Corte ha decantado los conceptos de capricho y arbitrariedad judicial, en los que originalmente se fundaba la noción de vía de hecho. Actualmente no “(…) sólo se trata de los casos en que el juez impone, de manera grosera y burda su voluntad sobre el ordenamiento, sino que incluye aquellos casos en los que se aparta de los precedentes sin argumentar debidamente (capricho) y cuando su discrecionalidad interpretativa se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados (arbitrariedad). Debe advertirse que esta corporación ha señalado que toda actuación estatal, máxime cuando existen amplias facultades discrecionales (a lo que de alguna manera se puede asimilar la libertad hermenéutica del juez), ha de ceñirse a lo razonable. Lo razonable está condicionado, en primera medida, por el respeto a la Constitución.” En este caso (T-1031 de 2001) la Corte decidió que la acción de tutela procede contra una providencia judicial que omite, sin razón alguna, los precedentes aplicables al caso o cuando “su discrecionalidad interpretativa se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados”. Este avance jurisprudencial ha llevado a la Corte a remplazar “(…) el uso conceptual de la expresión vía de hecho por la de causales genéricas de procedibilidad.” Así, la regla jurisprudencial se redefine en los siguientes términos, “Por lo anterior, todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.”.
Precisamente la autoridad por excelencia encargada de la salvaguarda de la Constitución Política, ha pautado en su derecho no legislado que el juez en la interpretación y aplicación del derecho es autónomo, a punto tal que incluso puede contrariar criterios interpretativos de otros operadores jurídicos, y así lo consignó en la sentencia T- 565 de 2006, al hacer alusión a la T-1001 de 2001:

“En materia de interpretación judicial, los criterios para definir la existencia de una vía de hecho son especialmente restrictivos, circunscritos de manera concreta a la actuación abusiva del juez y flagrantemente contraria al derecho. El hecho de que los sujetos procesales, los particulares y las distintas autoridades judiciales no coincidan con la interpretación acogida por el operador jurídico a quien la ley asigna la competencia para fallar el caso concreto, o no la compartan, en ningún caso invalida su actuación ya que se trata, en realidad, de “una vía de derecho distinta” que, en consecuencia, no es posible acomodar dentro de los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias  judiciales. De esta manera, queda a salvo, pues, el respeto por el principio democrático de la autonomía funcional del juez que reserva para éste, tanto la adecuada valoración probatoria como aplicación razonable del derecho” (el subrayado es del texto).

Así las cosas, si la pretensión de la accionante radica en dejar sin efectos las sentencias de primera y segunda instancia proferidas por las Salas Disciplinarias del Consejo Seccional de Cundinamarca y Superior de la Judicatura, conviene subrayarle que, justamente, sobre los temas que ahora trae otra vez para que se ventilen en una sede absolutamente extraordinaria, el decisor de instancia ya puntualizó: 

“(…) fruto del referido encargo, y en virtud de la decisión de inhibirse de abrir investigación penal que profiriera la Fiscalía, el inculpado Medina interpuso recurso de reposición, el cual fue resuelto favorablemente, sin que desplegara actuación adicional alguna tendiente a demostrar el fundamento de su denuncia y a obtener el reconocimiento de falsedad del documento en cuestión, excusando su conducta omisiva en la no localización del cliente y conllevando con dicha omisión a que el proceso ejecutivo instaurado por su colega culminara en forma favorable pudiendo rematar el bien y dejar a los compradores despojados de sus legítimos derechos, con la participación igualmente omisiva de su cliente quien no obstante haber sido vinculada al proceso penal no compareció (…)”. 

“(…) Por último, debe manifestar la Sala que, de la revisión de la sentencia de primera instancia no se vislumbra la falta de motivación a que hace referencia el impugnante, por el contrario se analizaron in extenso los argumentos defensivos expuestos en las diferentes intervenciones procesales y se explicó, bajo el principio de razón suficiente, el porque (sic) los mismos no tenían la virtualidad de erigirse en causales de justificación de la conducta de los investigada (sic), encontrándose que se reunían los requisitos exigidos para proferir sentencia sancionatoria (…)”

Como claramente puede verse, los tan vehementemente atacados pronunciamientos de primera y segunda instancia, aparte de elocuentes y categóricos, se construyeron con base en razones que impedían decidir favorablemente lo pretendido por vía de apelación, y que de manera puntual se le expusieron al actor dentro del marco del debate. 

En tal medida, no tiene, pues, sentido que   --resucitando una discusión que tuvo ya lugar en el escenario correspondiente--   la actora intente transmutar un remedio exceptivo en una tercera instancia, con el fin de que ya por fuera del proceso ordinario, se le consideren las razones que se le quedaron por plantear, con la intención, evidentemente “telegrafiada”, de sacar la discusión de sus aspectos vertebrales y desplazarla hacia puntos colaterales o secundarios, es decir, como para que la Colegiatura se desentienda del hecho de que, lo que en esencia cifra el juicio de reproche deóntico, es el hecho de abandonar incuriosamente su gestión sin renunciarle al mandante el poder conferido. 

En síntesis, ningún vicio puede adjudicársele a la decisión de las Salas Disciplinarias accionadas, que pueda tener el mérito de invalidarlas y de paso quitarles sus efectos vinculantes, pues cuando se trata de interpretar y aplicar el ordenamiento jurídico por parte de los jueces, precisamente habilitados para ese ejercicio en uso de la función pública de administrar justicia, resorte para lo cual están habilitados la Constitución Política y la Ley, el debate queda circunscrito a una simple diferencia de criterios, mientras no subyazca, por supuesto, un abuso o un desvío de poder. 

Sobre la base de que las cosas del derecho son esencialmente discutidas y discutibles, es claro el pluralismo de criterios y por eso mismo es que no puede esperarse que entre las partes en contienda exista un invariable unanimismo.

Precisamente sobre el tema de la valoración probatoria, para que alguna inconsistencia constituya causal genérica de procedibilidad de una acción extraordinaria contra decisión judicial, la Corte Constitucional ha definido entre otras, en la sentencia T-066 de 2005, que:

“La doctrina constitucional sobre la procedencia de la acción de tutela contra sentencias judiciales por haberse incurrido en vía de hecho en la valoración probatoria es sumamente clara, exige que se hayan dejado de valorar pruebas legalmente aducidas al proceso, o que en la valoración de las pruebas legalmente practicadas se haya desconocido manifiestamente su sentido y alcance y, en cualquiera de estos casos, que la prueba sobre la que se contrae la vía de hecho tenga tal trascendencia que sea capaz de determinar el sentido de un fallo.  Sólo bajo esos supuestos es posible la tutela de los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, de manera que cuando los mismos no satisfagan estas exigencias, no procede el amparo constitucional pues se trata de situaciones que se sustraen al ámbito funcional de esta jurisdicción”

En estas condiciones, no porque las valoraciones del juez disciplinario no coincidan con las del disciplinado, significa que   --así sin más ni más--  debe trasladarse el debate, en forma por demás reforzada, al estadio de la tutela, llevándose por delante asuntos ya debatidos y sentencias ejecutoriadas, con argumentos gaseosos y sofísticos como el planteo abstracto y simplemente enunciativo de yerros de valoración o in iudicando, o de alguna ausencia de prueba o la pretendida y no demostrada inexistencia de la negligencia que se le imputó en condición de disciplinable.   

Si una máxima la constituye el hecho de que quien en derecho alega la excepción, debe demostrarla, no puede el actor pretender que  --incurriendo en el sofisma de la petición de principio--  a partir de un discurso ya discutido en las instancias, se le dé por demostrado lo que precisamente debe demostrar.

En esas condiciones, cuando en realidad a la fragilidad de los ataques se suma una exploración juiciosa cuyo resultado no denuncia la existencia  de defectos fácticos y orgánicos ni errores provocados, decisiones sin motivación ni desconocimiento de precedentes o  violación directa de la Constitución, resulta definitivamente inviable el amparo Constitucional. 
En razón de lo expuesto y sin que, la verdad sea dicha, resulte indispensable entrar en mayores devaneos y disquisiciones, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR el fallo impugnado.

SEGUNDO. SÚRTANSE las notificaciones de rigor, contenidas en el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991 y remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.   

CÚMPLASE

MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA

Magistrada

    EDILBERTO CARRERO LÓPEZ    LUIS GONZALO LOZANO PACHECO

                          Conjuez                                            Conjuez

JORGE HUMBERTO VALERO RODRÍGUEZ   ORLANDO ENRIQUE PUENTES

                               Conjuez                                                   Conjuez

FIDALGO JAVIER ESTUPIÑAN CARVAJAL

Conjuez

JESÚS ANTONIO GUARNIZO PALACIO

Conjuez

YIRA LUCIA OLARTE AVILA

Secretaria Judicial
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